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COMPENDIO  

 

La presente investigación busca analizar el cumplimiento de las garantías  

del debido proceso en materia de medidas de coerción en la Oficina Judicial de  

Servicio de Atención Permanente del Distrito Judicial de La Vega, Período 2017- 

2018. 

 

La República Dominicana se configura como un Estado Social Democrático y de 

derecho, en el cual se establece que toda persona tiene derecho a la libertad y a la 

seguridad personal. En este sentido, las medidas de coerción tienen carácter 

excepcional y solo pueden ser impuestas mediante resolución judicial motivada y 

escrita, por el tiempo absolutamente indispensable y a los fines de asegurar la 

presencia del imputado. 

A la luz de lo que establece el Código Procesal Penal en su artículo  

número 222, se manifiesta una vez más el carácter de excepcionalidad de las  

medidas de coerción, en virtud de que todas las personas tienen el derecho de la  

libertad y a la seguridad personal consagrada en la Constitución de la República  

Dominicana, que aspira a que nadie pueda ser reducido a prisión ni cohibido en  

su libertad sin orden motivada y escrita de funcionario judicial competente, salvo  

el caso de flagrante delito. 

Es por su aspecto excepcional que, estas medidas, como finalidad o propósito,  lo  

que  persiguen  es  evitar  que  el  imputado  o  los  imputados  se sustraigan del 

proceso, entiéndase, que logren evadir el brazo de la justicia y el aparato burocrático 

estatal. 

Actualmente, muchos juristas cuestionan la garantía del debido proceso en  

el conocimiento de las medidas de coerción en la Oficina Judicial de Servicio de  

Atención Permanente del Distrito Judicial de La Vega. Una de las primeras  

situaciones lo es la aparente contradicción que existe en cuanto al plazo para el  

conocimiento de medidas cautelares, entre la Constitución dominicana y el Código  

Procesal Penal. 

Según lo establece el Código Procesal Penal en su artículo 224, “la  

autoridad policial que practique el arresto de una persona debe ponerla, sin  

demora innecesaria, a la orden del Ministerio Público, para que éste, si lo estima  



 

 

 

pertinente, disponga directamente su puesta en libertad o solicite al juez una 

medida de coerción. La solicitud del Ministerio Público debe formularse luego de 

realizar las diligencias indispensables y, en todo caso, dentro de las cuarenta y ocho 

horas contadas a partir del arresto”. 

Sin embargo, se ha convertido en una rutina que los actores del sistema  

asuman que este plazo es de manera individual para cada parte, sin incurrir a una  

interpretación intrínseca de la disposición normativa contemplada tanto en la  

Carta Magna del sistema judicial dominicano, así como en la norma procesal  

penal. 

 

Ya que, a todas luces estamos ante un plazo que es común a todas las partes 

involucradas en el proceso, de manera concomitante, por lo que existe un único plazo 

que debe ser observado de manera generalizada por todos los actores que 

forman parte del engranaje ante el conocimiento de una medida de coerción a un 

ciudadano. 

Frente  a  esta  situación,  se  entiende  que  se  está  violando  el  debido  

proceso, cuando en algún momento es solicitada una audiencia de medida de  

coerción ante un tribunal, máxime cuando es la secretaria quien recibe la solicitud  

del órgano acusador, y se da por entendido que se trata de una autoridad  

competente, cuando el rol de esta es ser una auxiliar del juez, mas no así, la  

autoridad prevista en la disposición legal que regula la norma constitucional  

dominicana. 

 

Es  en  ese  entendido  que,  debe  procurarse  determinar  de  manera específica 

que, existe un único plazo de cuarenta y ocho horas que ha de ser aplicado en 

procura de garantizar un debido proceso de ley respecto al plazo razonable, así 

como el principio de inmediatez que caracteriza las medidas de coerción, todo esto 

previsto en la norma interna como externa del bloque de constitucionalidad al que 

nos regimos. 

Otra realidad que se observa en el Distrito Judicial de La Vega, es que en  

la mayoría de casos, los jueces acogen el pedimento del Ministerio Público, de  

imponer la prisión preventiva, sin que el caso reúna las condiciones establecidas 
 



 

 

 

para esta medida cautelar y pudiéndose evitarse razonablemente la fuga del 

imputado mediante la imposición de una o varias de aquellas que resulten menos 

gravosas para su persona. 

 

En este sentido se evidencia una franca violación al debido proceso, ya que el artículo 

69 de la Constitución, numeral 3, establece que el derecho de las personas a que se 

presuma su inocencia y a ser tratada como tal, mientras no se haya declarado su 

culpabilidad por sentencia irrevocable; 

 

Otro punto cuestionable es que, de acuerdo a la definición de las medidas  

de coerción a la luz del Código Procesal Penal y de la Doctrina de los entendidos  

en la materia,  estas   medidas coercitivas son los instrumentos que contempla la  

Legislación  Procesal  Penal  dominicana,  con  los  cuales  se  busca  disminuir  

considerablemente la prisión preventiva a los fines de evitar la imposición de una  

pena anticipada, y a la vez, evitar que los imputados del ilícito penal o hechos  

punibles, puedan con efectividad evadir sus responsabilidades frente a la justicia,  

la víctima y el Estado. Lo cual no es entendido así en el Distrito Judicial de La  

Vega, ya que en la mayoría de los casos so solicita prisión preventiva y no se  

proponen medios alternos para la solución de conflictos penales. 

Lo anterior es la motivación para realizar la presente investigación, a fin de  

verificar   el   cumplimiento   de   las   prerrogativas   del   debido   proceso   en   el  

conocimiento de las medidas de coerción, lo cual   consiste en respetar todo lo  

que la Constitución exige en beneficio de la legítima defensa, la oportunidad de  

interponer  recursos;  el  ajuste  de  las  normas  al  acto  que  se  imputa,  la  

competencia, la aplicación del principio de favorabilidad en materia penal, el  

derecho a una resolución que defina las cuestiones planteadas sin dilaciones  

injustificadas, entre otras que pueden colegirse en la Carta Magna. 

 

Esta investigación fue realizada en la ciudad de la Vega la cual se remonta al año 1495. 

Cristóbal Colón en su segundo viaje tierra adentro llegó hasta el asiento del 

cacicazgo de Maguá, conocido como Guaricano y gobernado por el cacique 

Guarionex; en este sitio estableció la tercera fortaleza que se instaló en suelo 

americano, la llamó La Concepción. 
 
 



 

 

 

Las medidas de coerción son restricciones del ejercicio de los derechos a la  libertad,  

dispuesta  por  un  juez  competente,  de  carácter  es  temporal  y excepcional,  cuyo  

propósito  es  asegurar  la  presencia  del  imputado  en  el procedimiento. El respecto 

al derecho a la libertad inspira toda la regulación de las medidas de coerción 

personales. Ello impone que en principio todo tenemos derecho a no ser privado de 

libertad. 

 

Considera Norres (1992) que coerción procesal es “toda restricción al ejercicio de 

derechos personales o patrimoniales del imputado y de terceras personas,  

impuestas  durante  el  curso  de  un  proceso  penal  y  tendiente  a garantizar el logro 

de sus fines: el descubrimiento de la verdad y la actuación de la ley sustantiva en el 

caso concreto.” (p.3) 

De forma más detallada Cruz (2001) las define: Como aquellas que  

pueden adoptarse motivadamente por el órgano jurisdiccional, u otra autoridad  

competente en casos excepcionales, contra un presunto responsable de un hecho  

delictivo al estimarse dos aspectos esenciales: por una parte, la existencia de una  

imputación  basada  en  la  constatación  objetiva  de  un  hecho  típico  y  en  la  

probabilidad  razonable  de  quien  sea  su  autor,  y,  por  otra,  en  la  fundada  

posibilidad de como finalidad de ocultación personal o patrimonial del imputado en  

el curso del procedimiento penal. Teniendo como finalidad única y legítima, el  

garantizar los efectos penales de una futura sentencia condenatoria. (p.5) 

En este sentido, siguiendo al autor antes citado, se expresa que las  

medidas cautelares herramientas que puede decretar el juzgador, a solicitud de  

las partes, para conservar la materia del litigio, así como para evitar un grave e  

irreparable daño a las mismas partes o a la sociedad, con motivo de la tramitación  

del proceso. 

 

Los códigos procesales y así como las diversas legislaciones establecidas  

para  regir  los  procesos  contemplan  enunciados  a  partir  de  los  cuales  se  

desarrollan, las garantías o principios de tutela judicial efectiva, acceso a la  

justicia, entre otras, que son parte esenciales de la tutela efectiva del derecho. 
 
 



 

 

 

De igual manera se puede entender por medida cautelar: “(…) aquellas resoluciones 

sumarias cuya función consiste en garantizar la eficacia o efectvidad práctica de la 

sentencia de mérito, caracterizadas por su instrumentalidad en relación con el 

proceso principal y efectos provisionales, adoptadas en virtud de una  cognición  

sumaria  urgente,  los  presupuestos  de  su  concesión  son:  el periculum in mora y el 

fumus boni iuris” (Calamandrei, 2001) 

 

La prisión preventiva está consagrada en la normativa procesal penal como una de las 

medidas de coerción personales, entendiéndose como medida de coerción    

aquellas  limitaciones  de  derechos  concebidas  legalmente  en  el desarrollo de una 

investigación o desarrollo de un proceso penal, de tal manera que la persona 

investigada o procesada no se ausente del proceso. 

Herrera, H. (2007, p.51) la define como “medida de coerción de carácter personal 

que afecta el derecho a la libertad personal, durante un lapso de tiempo más o menos 

prolongado, que no excederá de los doce meses, lo cual sólo procederá  cuando  

las  demás  medidas  cautelares  fueren  insuficientes  para asegurar los objetivos del 

procedimiento”. 

De conformidad con el artículo 234, la prisión preventiva, sólo es aplicable  

cuando no pueda evitarse razonablemente la fuga del imputado mediante la  

imposición de una o varias de aquellas que resulten menos gravosas para su  

persona. Según el artículo 234 del Código Procesal Penal, la prisión preventiva: 

 

“No puede ordenarse la prisión preventiva de una persona mayor de  

setenta años, si se estima que, en caso de condena, no le es imponible una  

pena mayor a cinco años de privación de libertad. Tampoco procede  

ordenarla en perjuicio de mujeres embarazadas, de madres durante la  

lactancia o de personas afectadas por una enfermedad grave y terminal”.  

En cuanto a la reglamentación actual, establecida en el Código Procesal  

Penal, la protección de la seguridad de la sociedad, se asimila para evitar el  

peligro de fuga, esto es, a asegurar la comparecencia del imputado para permitir  

el correcto establecimiento de la verdad o la actuación de la ley penal, porque 



 

 

 

entre los criterios para aplicar esta causal, se señala la gravedad de la pena  

asignada, ya que a mayor gravedad de los delitos, mayor posibilidad de fuga;  el  

número y carácter de estos delitos; los antecedentes del imputado, esto es, si ya  

ha tenido contacto con  el sistema penal, que reflejan la capacidad del imputado  

de someterse a un proceso y por ende, respetar la obligación de comparecencia. 

Según establece el artículo 239 del Código Procesal Penal, cada tres  

meses, sin perjuicio de aquellas oportunidades en que se dispone expresamente,  

el juez o tribunal competente examina los presupuestos de la prisión preventiva y,  

según el caso, ordena su continuación, modificación, sustitución por otra medida o  

la libertad del imputado. La revisión se produce en audiencia oral con citación a  

todas las partes y el juez decide inmediatamente en presencia de las que asistan.  

Si compete a un tribunal colegiado, decide el presidente. El cómputo del término  

se interrumpe en los plazos previstos en el artículo siguiente o en caso de recurso  

contra esta decisión, comenzándose a contar íntegramente a partir de la decisión  

respectiva. 

 

La presente investigación tiene un diseño no experimental, porque no se  

manipulan las variables, solo se observan y se describen. Esta investigación es  

de tipo documental y de campo. En este estudio, el método empleado es el  

deductivo, por que se parte de un objetivo general, para llegar a conclusiones  

particulares. 

 

Dentro de las principales conclusiones se encuentran: 

 

En el análisis realizado a las decisiones de medidas de coerción, en el  

100% de los casos se garantizó en acceso a la justicia, justicia imparcial y  

derecho a la igualdad. Por lo que se puede concluir que en el tribunal se garantiza  

tres de los indicadores analizados, es decir, acceso a la justicia, justicia imparcial  

y derecho a la igualdad, el ejercicio de los derechos de las víctimas y de los  

imputados.  Sin  embargo,  llama  la  atención  que  en  cuanto  al  principio  de  

presunción de inocencia solo fue observado totalmente en el 77% de los casos,  

mientras que el 23% restante se cumplió con este de manera parcial. 
 
 



 

 

 

En el 100% de los casos se cumplió con el plazo para la fijación de la  

audiencia en el tiempo establecido legalmente. En cuanto a la recepción por la  

autoridad competente, en el 100% de los casos no se cumplió con lo establecido  

en la ley. 

 

Según el análisis realizado, el 53% de los casos presenta incumplimiento  

del conocimiento de la medida en el plazo de las 48 horas, mientras que en el  

47% si se cumplió.  En este sentido, este comportamiento no se corresponde con  

lo establecido en el artículo 225 del Código Procesal Penal (modificado por la ley  

10-15) “El arresto no puede prolongarse más allá del agotamiento de la diligencia  

o actuación que lo motiva. 

 

En las decisiones analizadas, las pruebas documentadas fueron valoradas  

parcialmente en el 60% de los casos y totalmente en el 40%, la prueba testimonial  

fue valorada totalmente en el 53% de los casos y en el 47% parciamente,  

mientras que la prueba pericial no fue valorada en el 60% de los casos por la  

naturaleza  de  las  medidas  de  coerción,  mientras  que  en  el 40%  fue  vista  

parcialmente. 

En este sentido, en el 100% de los casos analizados la decisión estuvo  

fundamentada en la ley y reglamentos que rigen la materia. Así mismo, 100% de  

los casos analizados la decisión estuvo fundamentada en las pruebas aportadas. 

 

De lo anterior concluye que el fundamento de los criterios utilizados por los jueces para 

motivar sus decisiones en las medidas de coerción en la Oficina Judicial de 

Servicio de Atención Permanente del Distrito Judicial de La Vega, estuvieron 

cimentados en el peligro de fuga y la falta de arraigos para asegurar que el imputado 

estaría presente sin sustraerse del proceso. 

 

Los objetivos anteriormente logrados, son la base para afirmar que se ha alcanzado el 

objetivo general, ya que se ha podido: Determinar el cumplimiento de las garantías del 

debido proceso en materia de medidas de coerción en la Oficina Judicial de Servicio de 

Atención Permanente del Distrito Judicial de La Vega., Período 2017-2018. 
 
 



 

 

 

Como resultado del análisis realizado a las sentencias, se concluye que no  

se da un cumplimiento a cabalidad a las garantías del debido proceso en materia  

de medidas de coerción en la Oficina Judicial de Servicio de Atención Permanente  

del Distrito Judicial de La Vega, sobre todo en lo que respecta al principio de  

presunción de inocencia, la autoridad competente para recibir los expedientes  

para las medidas de coerción así como el cumplimiento delas 48 horas para el  

conocimiento   del   as  mismas.  En  este  sentido,  se  incumple  el  mandato  

Constitucional de que toda persona tiene derecho “a que se presuma su inocencia  

y a ser tratada como tal, mientras no se haya declarado su culpabilidad por  

sentencia irrevocable”; (Art. 69, numeral 3). 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

 

 

CONCLUSIONES 

Después de haber analizado cuidadosamente los datos arrojados por la investigación 

se puede establecer que se han logrado los objetivos de la misma y se ha dado 

respuesta a las preguntas de investigación. 

Mediante el primer objetivo, se ha podido: Determinar en qué medida el  

tribunal garantiza el ejercicio de los derechos de las víctimas y de los  

imputados. 

 

En el análisis realizado a las decisiones de medidas de coerción, en el  

100% de los casos se garantizó en acceso a la justicia, justicia imparcial y  

derecho a la igualdad. Por lo que se puede concluir que en el tribunal se garantiza  

tres de los indicadores analizados, es decir, acceso a la justicia, justicia imparcial  

y derecho a la igualdad, el ejercicio de los derechos de las víctimas y de los  

imputados. 

 

Sin embargo, llama la atención que en cuanto al principio de presunción de inocencia 

solo fue observado totalmente en el 77% de los casos, mientras que el 23% restante se 

cumplió con este de manera parcial. 

El  artículo 69  de  la  constitución  comprende,  también,  dos  derechos 

fundamentales relativos a la sentencia: (1) el derecho al recurso,  que es un 

derecho de configuración legal, significando ello que la ley regula su ejercicio, 

incluyendo el alcance del derecho mismo; y (2) el derecho al no agravamiento de la  

sanción  por  un  tribunal  superior  cuando  el  único  apelantes  la  persona 

condenada, con lo cual se consagra constitucionalmente el principio procesal 

general que prohíbe agravar la situación del apelante único. 

Es necesario resaltar que el texto constitucional no contiene, lo cual es una  

penosa  carencia,  ninguna  disposición  expresa  relativa  a  los  derechos  del  

justiciable a una decisión debidamente fundada y motivada dentro de un plazo  

razonable (derecho a una sentencia legítima que se valide a sí misma), así como  

el   derecho   a   gozar   de   las   medidas   constitucionales   de   coerción   o   de  

constreñimiento que hagan posible la ejecución de la sentencia obtenida, pues: 



 
 

 “Este  derecho  consagra,  como  garantía  de  los  justiciables,  que  las  

sentencias judiciales se hagan efectivas en su propios términos, sea como  

respeto a la cosa juzgada (que incorpora el derecho judicial al patrimonio  

de las personas), como para aceptar que las decisiones del Poder Judicial  

no   queden   insolutas   por   el   capricho   del   legislador   o   el   retardo  

administrativo”. 

 

Cabe   destacar,   que   texto   constitucional   precisa   que   las   normas precedentes 

se aplicarán a todo tipo de actuación judicial y administrativa, con lo cual queda 

liquidada una conservadora corriente jurisprudencial que pretendía limitar el debido 

proceso al ámbito judicial, así como otra doctrina jurisprudencial que limitaba la 

aplicación de algunas de las reglas y principios del debido proceso al ámbito exclusivo 

del derecho. 

Gil (2010, p. 131) plantea que: 

 

“El debido proceso es, tal como establece el artículo 69 de la Constitución, una garantía 

de los derechos fundamentales, conformada por “un conjunto de garantías procesales 

mínimas mediante las cuales se procura la tutela judicial efectiva de los derechos 

fundamentales”. 

 

En otras palabras, “la efectividad de los derechos fundamentales descansa en la tutela 

judicial de estos derechos, la cual se logra mediante el debido proceso”, por lo 

que el debido proceso viene a ser el instrumento procesal empleado para 

garantizar la efectividad de los derechos fundamentales. 

 

Partiendo de lo antes expuesto, se puede argumentar que en el tribunal garantiza en 

tres de los indicadores analizados, es decir, acceso a la justicia, justicia imparcial y 

derecho a la igualdad, el ejercicio de los derechos de las víctimas y de los 

imputados. 

 

Sin embargo, llama la atención que el principio de presunción de inocencia solo fue 

observado totalmente en el 75% de los casos, mientras que el 25% restante se 

cumplió con este de manera parcial. 



 
 

De  conformidad  con  la  Constitución  de  la  República  Dominicana,  la presunción 

de inocencia constituye una premisa normativa, con rango de derecho fundamental, en 

virtud de la cual toda persona tiene derecho “a que se presuma su  inocencia  y  a  ser  

tratada  como  tal,  mientras  no  se  haya  declarado  su culpabilidad por sentencia 

irrevocable”; (Art. 69, numeral 3). 

La Declaración universal de los derechos humanos dice, en su artículo 11:  

“Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia  

mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley en juicio público en el  

que se hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa”. 

 

En este sentido, se viola la Constitución de la República Dominicana, en la presunción 

de inocencia constituye una premisa normativa, con rango de derecho fundamental, en 

virtud de la cual toda persona tiene derecho “a que se presuma su  inocencia  y  a  ser  

tratada  como  tal,  mientras  no  se  haya  declarado  su culpabilidad por sentencia 

irrevocable”; (Art. 69, numeral 3). 

El derecho a la presunción de inocencia significa  que  todo ciudadano procesado 

judicialmente tiene la facultad de exigirle a las agencias del Estado que se encargan de 

la persecución penal a ser tratado como inocente mientras dure el proceso de 

investigación y enjuiciamiento: regla de tratamiento. 

 

De igual modo este derecho implica que al procesado, solo se le puede  

despojar de su estado de inocencia, mediante una sentencia de culpabilidad  

irrevocable, fundada en pruebas plenas y surgida de un juicio oral, público y  

contradictorio realizado con todas las garantías del debido proceso: regla de  

juicio. 

 

Mediante  el  segundo  objetivo  se  ha  podido:  Verificar  el  nivel  de  

cumplimiento del plazo razonable en la Oficina Judicial de Servicios de  

Atención Permanente del Distrito Judicial de La Vega en las medidas de  

coerción. 
 



 
 

En el análisis realizado en el 100% de los casos se cumplió con el plazo  

para la fijación de la audiencia en el tiempo establecido legalmente. En cuanto a  

la recepción por la autoridad competente, en el 100% de los casos no se cumplió  

con lo establecido en la ley, ya que quien recibe los expedientes o solicitudes es  

la secretaria, la cual según el artículo 225 del Código Procesal Penal (modificado  

por la ley 10-15) 

 

“Si se trata de una infracción que requiere la instancia privada, aquel que  

práctica el arresto informa inmediatamente a quien pueda presentar la  

denuncia o querella, y si éste no la presenta en el término de cuarenta y  

ocho horas, el arrestado es puesto en libertad. La autoridad policial que  

practique el arresto de una persona debe ponerla, sin demora, a la orden  

del ministerio público, para que éste, si lo estima pertinente, disponga  

directamente su puesta en libertad o solicite al juez la medida de coerción  

que   corresponda   para   asegurar   la   presencia   del   imputado   en   el  

procedimiento,   evitar   la   destrucción   de   prueba   relevante   para   la  

investigación, proteger a la víctima o los testigos del proceso. La solicitud  

del ministerio público debe formularse luego de realizar las diligencias  

indispensables y, en todo caso, dentro de las cuarenta y ocho horas  

contadas a partir del arresto.” 

 

Según el análisis realizado, el 53% de los casos presenta incumplimiento  

del conocimiento de la medida en el plazo de las 48 horas, mientras que en el  

47% si se cumplió.  En este sentido, este comportamiento no se corresponde con  

lo establecido en el artículo 225 del Código Procesal Penal (modificado por la ley  

10-15) “El arresto no puede prolongarse más allá del agotamiento de la diligencia  

o actuación que lo motiva. 

Si el ministerio público estima que la persona debe quedar sujeta a otra  

medida de coerción, así lo solicita al juez en un plazo máximo de cuarenta y ocho  

horas, quien resuelve en una audiencia. En caso contrario, dispone su libertad  

inmediata”. 
 



 
 

 

Lo  anterior  es  una  franca  violación  al  artículo 40  de  la  constitución  

dominicana  que  trata  sobre  el  Derecho  a  la  libertad  y  seguridad  personal,  

especificando  en  el  numeral 5: “Toda  persona  privada  de  su  libertad  será  

sometida a la autoridad judicial competente dentro de las cuarenta y ocho horas  

de su detención o puesta en libertad. La autoridad judicial competente notificará al  

interesado, dentro del mismo plazo, la decisión que al efecto se dictare. 

 

De igual forma, se produce una violación lo establecido al artículo 95 del  

Código Procesal Penal que establece en su numeral 7, que “Todo imputado tiene,  

desde que se solicite la aplicación de una medida de coerción o la realización de  

un anticipo de prueba, derecho a: Ser presentado ante el juez o el ministerio  

público sin demora y siempre dentro de los plazos que establece este código”  

 

En este sentido, no se está cumpliendo con la garantía constitucional que  

forma parte de las normas que conforman el debido proceso de ley, consagradas  

en  el  artículo 69  de  la  Constitución  Dominicana,  el  cual  reconoce  en  los  

numerales 1 y 2 el derecho de toda persona, en el ejercicio de sus derechos e  

intereses legítimos, de obtener una tutela judicial efectiva, con respeto del debido  

proceso de ley. 

 

Mediante el tercer objetivo se pudo: Analizar la valoración que hace los  

jueces de la Oficina Judicial de Servicios de  Atención Permanente del  

Distrito Judicial de La Vega de los medios de prueba en las medidas de  

coerción. 

 

En las decisiones analizadas, las pruebas documentadas fueron valoradas  

parcialmente en el 60% de los casos y totalmente en el 40%, la prueba testimonial  

fue valorada totalmente en el 53% de los casos y en el 47% parciamente,  

mientras que la prueba pericial no fue alorada en el 60% de los casos por la  

naturaleza  de  las  medidas  de  coerción,  mientras  que  en  el 40%  fue  vista  

parcialmente. 
 



 
 

Las  medidas  de  coerción  deben  tener  como  elementos  constitutivos  

generales y circunstancias especiales los numerales que indica el Art. 227, en tal  

caso los tribunales proceden aplicar estas medidas cuando existan elementos  

de pruebas suficientes que sostengan que el imputado es autor o cómplice de una  

violación, o cuando el acusado a través de la fuga se presume que se va a  

sustraer  al  procedimiento  judicial,  y  que  la  violación  conlleve  una  pena  de  

privación de libertad, ya que en una audiencia para el conocimiento de una  

solicitud de medida de coerción personal se realizan pequeños ensayos de  

valoración de la prueba. 

 

De lo anterior se concluye que los jueces de la Oficina Judicial de Servicios de 

Atención Permanente del Distrito Judicial de la Vega hacen la valoración correcta 

de los medios de prueba en las medidas de coerción. 

 

Mediante el cuarto objetivo se pudo: Determinar el fundamento de los criterios son 

utilizados por los jueces para motivar sus decisiones en las medidas  de  coerción  en  

la  Oficina  Judicial  de  Servicios  de  Atención Permanente del Distrito Judicial de La 

Vega. 

 

En este sentido, en el 100% de los casos analizados la decisión estuvo  

fundamentada en la ley y reglamentos que rigen la materia. Así mismo, 100% de  

los casos analizados la decisión estuvo fundamentada en las pruebas aportadas. 

 

Para imponer la prisión preventiva como medida de coerción el Juez de la  

Instrucción debe constatar que existan antecedentes que justifiquen la existencia  

del delito que se investigare y que existan antecedentes que permitieren presumir  

fundadamente que el imputado ha tenido participación en el delito como autor,  

cómplice o encubridor. Así, los antecedentes que justifican un hecho delictual, se  

basan en las aportaciones de la investigación del Fiscal, debiendo ser cargos  

serios, suficientes para permitir aparentemente la cabida a un juicio oral. Los  

problemas que se generan, están dados en primer lugar, en cuanto a la valoración  

de la prueba, puesto que la discusión de este presupuesto, se enmarca en la  

concepción antigua de ésta. 
 



 
 

De lo anterior concluye  que  el fundamento de los criterios utilizados por los jueces 

para motivar sus decisiones en las medidas de coerción en la Oficina Judicial de 

Servicios de Atención Permanente del Distrito Judicial de La Vega, estuvieron 

cimentados en el peligro de fuga y la falta de arraigos para asegurar que el imputado 

estaría presente sin sustraerse del proceso. 

Los objetivos anteriormente logrados, son la base para afirmar que se ha alcanzado el 

objetivo general, ya que se ha podido: Determinar el cumplimiento de las garantías del 

debido proceso en materia de medidas de coerción en la Oficina Judicial de Servicios 

de Atención Permanente del Distrito Judicial de La Vega., Período 2017-2018. 

 

Como resultado del análisis realizado a las sentencias, se concluye que no  

se da un cumplimiento a cabalidad a las garantías del debido proceso en materia  

de  medidas  de  coerción  en  la  Oficina  Judicial  de  Servicios  de  Atención  

Permanente del Distrito Judicial de La Vega, sobre todo en lo que respecta al  

principio de presunción de inocencia, la autoridad competente para recibir los  

expedientes para las medidas de coerción así como el cumplimiento delas 48  

horas para el conocimiento del as mismas. En este sentido, se incumple el  

mandato Constitucional de que toda persona tiene derecho “a que se presuma su  

inocencia y a ser tratada como tal, mientras no se haya declarado su culpabilidad  

por sentencia irrevocable”; (Art. 69, numeral 3). 

En ese sentido, Jiménez (1989), dice que: “A decir verdad y tal como se ha  

entendido en toda su amplitud, dicho principio no es fácil que tenga eficacia  

dentro del proceso penal. Para rendirle un culto absoluto, como lo exige cierta  

apasionada crítica, la justicia no podrá tomar ninguna medida coercitiva de la  

libertad individual, por grave que fuera el delito imputado a una persona. Ni las  

mismas órdenes de captura están admisibles, ni la existencia de cauciones  

prendarias para poder disfrutar de la excarcelación, ni tomar en su contra medida  

cautelar alguna relacionada con el embargo y el secuestro de sus bienes muebles  

e inmuebles, porque en todas esas situaciones se estaría partiendo de una  

suposición de probable responsabilidad por el delito imputado, lo que estaría en  

contravía del principio sobre presunción de inocencia”. 
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